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	TERCERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

EXPEDIENTE: 0117/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE PENSIONES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y CODEMANDADA
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO


           San Luis Potosí, S.L.P., a quince de junio de dos mil dieciocho.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Administrativo número 0117/2018-3, promovido por ********** contra actos del Director General de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, y Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí; y,

R E S U L T A N D O
ÚNICO.- Mediante acuerdo de dos de febrero de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el escrito firmado por ********** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra de las siguientes autoridades: Director General de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, y Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, por la nulidad del siguiente acto: “El oficio número ********** por medio del cual se notificó la transmisión por viudez dentro del renglón de invalidez por causas ajenas, cuando la correcta es otorgamiento de pensión por viudez permanente, de fecha 14 de diciembre de 2017”; manifestando que tuvieron conocimiento del acto impugnado el día doce de enero de dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas para que contestara dentro del término legal lo que a su derecho conviniera.- Con auto de veintiocho de febrero de dos mil dieciocho se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda, se ordenó correr traslado a la parte actora con el escrito de contestación, y se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes; por proveído de dieciséis de marzo de dos mil dieciocho se fijó fecha y hora para la audiencia final, la cual tuvo verificativo el día seis de abril de dos mil dieciocho, con asistencia de la autorizada de la parte actora; se hizo relación de constancias, en período de pruebas se tuvieron por desahogadas las documentales aportadas por las partes dada su propia naturaleza; en período de alegatos se dio cuenta de los formulados por la parte actora, se certificó que no se formularon estos por las demandadas, y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter administrativa suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora demostró su interés jurídico con la presentación del oficio ********** de fecha 14 de diciembre de 2017, emitido por el Director General de Pensiones del Estado en su carácter de Secretario Ejecutor de la Junta Directiva; que constituye el acto reclamado, visible en fojas 7 de este expediente, con valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentra acreditada en este Tribunal, pues el Director General de Pensiones del Estado acompañó copia certificada de su nombramiento, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado; documental que obra en fojas 31 de este expediente, y las Lics. ********** y/o ********** acreditaron su carácter de Apoderadas Generales de la Dirección de Pensiones del Estado con la copia certificada del poder otorgado a su favor, visible en autos de la foja 33 a la 40, documentos con valor probatorio pleno de conformidad con lo dispuesto por los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad del oficio ********** de fecha 14 de diciembre de 2017, emitido por el Director General de Pensiones del Estado en su carácter de Secretario Ejecutor de la Junta Directiva; el cual fue exhibido por la demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 1 a 6 de este sumario; argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”
QUINTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas, al producir su respectiva contestación que obra en fojas 20 a 30 de este sumario, hacen valer las excepciones de falta de acción y de derecho, que fundan en que el acto impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado; a ese respecto cabe señalar que dichas argumentaciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la Litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto,  ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio, y por tanto deben ser analizadas al resolver el fondo de esta controversia. 

Sirve de apoyo, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible conforme a lo siguiente: Registro: 187973, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dispone: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual forma se advierte que oponen la excepción de incompetencia de este Tribunal, señalando que está impedido para conocer sobre cuestiones de constitucionalidad e inconvencionalidad de leyes, a ese respecto le asiste la razón a la demandada, pues si bien es cierto que este órgano jurisdiccional, cuenta con facultades para ejercer un control difuso de constitucionalidad con motivo de la reforma constitucional al artículo 1 publicada en el Diario Oficial de la Federación de 10 de junio de 2011; en correlación con el artículo 133 constitucional; también lo es que de acuerdo con los pronunciamientos emitidos por el Poder Judicial de la Federación en esta materia, su ejercicio se circunscribe dentro de la competencia específica atribuida a este Tribunal de Justicia Administrativa referida a la materia de legalidad de los actos administrativos que exige; y en consecuencia considerar en la resolución de sus controversias que la litis a resolver se orienta esencialmente a cuestiones de legalidad, tal y como lo ha sostenido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Tesis de Jurisprudencia de la Décima Época. Registro: 2006186  Instancia: Segunda Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I Materia(s): Común, Administrativa. Tesis: 2a./J. 16/2014 (10a.) Página: 984, que dice:  

“CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”.- Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición de carácter general impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función, prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes los conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de violación enderezados a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto en el sistema concentrado.-Contradicción de tesis 336/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero del Trigésimo Circuito y Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco”

Por lo que resulta procedente la excepción de incompetencia, únicamente respecto de las cuestiones de constitucionalidad e  inconvencionalidad que hace valer la parte actora.
De acuerdo a lo ordenado en último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que enseguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.
SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de fondo de los Conceptos de Impugnación que hace valer la parte actora, considerando para ello que el escrito de demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte del mismo donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada; pues el hecho de que las sentencias de este Tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.
En esa tesitura, se advierte que los conceptos de impugnación están contenidos en los apartados de Pretensión que se deduce en juicio, Hechos y Conceptos de impugnación;  por lo que se analizan en forma vinculada por estar relacionados entre sí, en cuanto a las violaciones que aluden del acto reclamado, asimismo se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas y que obran en autos de este procedimiento, mismos que en la parte medular refieren:

“VI.- PRETENSIÓN QUE SE DEDUCE EN JUICIO.”

“Que esta Sala Colegiada declare la nulidad lisa y llana del otorgamiento de pensión por viudez dentro del renglón de invalidez por causa ajenas,... Y en consecuencia se emita un nuevo acto en donde se otorgue a la suscrita la correcta que es otorgamiento de pensión por viudez permanente en razón de que el sr. **********... tenía laborando consecutivamente desde el año de 1979... por lo que debe contemplarse una pensión del 72.5% en beneficio de la suscrita.”
“VII.- HECHOS QUE CONSTITUYEN LOS ANTECEDENTES DE LA DEMANDA”
“1.- La suscrita... era esposa del Sr. **********... soy dependiente económica de mi difunto esposo.”
“...3.- El Sr. ********** por cuestiones de salud solicitó su pensión cumpliendo los requisitos de edad de 66 años y 24 de servicio cotizado, correspondiéndole una pensión por el 72.5, mismo que debió conceder a las suscrita. Conforme al art. 77 fracciones VIII....”

“VIII.- CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN”

 “PRIMERO.- Me causa agravio la resolución emitida por la junta directiva de la dirección de pensiones ya que es omisa en considerar dicha disposición y violentar en mi perjuicio el derecho fundamental de seguridad social... y tratándose  en el presente caso de pensión por viudez dejándome en un completo estado de indefensión... no tiene por qué ser limitativa ya que este cuenta con una circunstancia para que la suscrita perciba la pensión fija sin limitante y consecutiva.
“La violación al artículo 1º y 4º constitucionales... por ser limitante al otorgamiento de la pensión por viudez... pues al ya no contar más con ese sostén económico que me brindaba mi difunto marido, me deja en un estado de indefensión para seguir solventando el desarrollo familiar en distintos aspectos y así también al no contar con la pensión solicitada. 
“... La Constitución en el artículo 123 prevé el derecho de las personas trabajadoras el acceso a la seguridad social, el cual... en relación con los tratados internacionales se deben de mantener tales prestaciones sociales, ya sea en efectivo o en especie sin discriminación...”
“SEGUNDO.- QUE UN ACTO DE AUTORIDAD SE EMITA FALTANDO A LOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN...”
“La legalidad y seguridad jurídica es parte de los principios del Estado de derechos bajo la protección de un ordenamiento jurídico y normativo que imponga los límites y actuaciones de cada autoridad,... la Dirección de Pensiones del Estado pasó por alto tal precepto haciendo una aplicación simple de mi derecho a la pensión por viudez dejando pasar por alto tal concepto de legalidad y seguridad jurídica...causando una afectación de tal acto vulnerando y restringiendo mis derechos humanos.”

“...la autoridad demandada funda su actuar al otorgar una limitante a la pensión por viudez toda vez que únicamente basa su limítate de 6 meses en la ley de pensiones y prestaciones sociales para los trabajadores al servicios del Estado de San Luis Potosí, sin contemplar la propia constitución ni la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.” 

“...de conformidad con el artículo 16 de la Constitución... todo acto que se emita por una autoridad deberá estar fundado y motivado, además dicha fundamentación y motivación...deberá ser la adecuada...”

“...En relación con el dispositivo constitucional pre transcrito, la ley de Justicia Administrativa del Estado es precisa en señalar como causa de nulidad de los actos administrativos,... la ausencia de fundamentación y motivación...”

“TERCERO.- La Dirección de Pensiones al emitir el acto de autoridad impugnado otorgando la pensión por viudez conforme al renglón de invalidez por causas ajenas y no como realmente correspondía la pensión por viudez total Conforme al artículo 77 fracciones VIII; violenta lo establecido por el artículo 1º constitucional,... están obligados a dejar de aplicar las normas inferiores dando preferencia a las contenidas en la Constitución y en los tratados en la materia.”  
De lo anterior se advierte que la actora se duele de indebida fundamentación y motivación del acto, violación al derecho de seguridad social, señalando que existió una limitante a la pensión por viudez que le correspondía, pues el pago de la misma se le limitó a 6 meses, cuando debió habérsele otorgado una pensión fija consecutiva, de acuerdo con el artículo 77 fracción VIII de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, ya que su difunto esposo al ser pensionado tenía 66 años de edad y 24 de servicio continuo.
En ese sentido, la autoridad demandada, al momento de producir su contestación de demanda, niega que a la actora le corresponde una pensión del 72.50%, pues su difunto esposo fue pensionado por invalidez por causas ajenas al servicio, y que de acuerdo con el artículo 77 fracción X de la Ley de Pensiones vigente, como beneficiaria solo le corresponde recibir el importe de seis meses de la pensión que venía disfrutando, importe que ya fue recibido por la parte actora y que por ello no existe ninguna prestación a cargo de la demanda; que la pensión por viudez total que reclama no se encuentra establecida en ningún apartado de la Ley de pensiones vigente; y que no existió violación al derecho de seguridad social de la actora, pues le fue otorgada de acuerdo a la normatividad aplicable.
Ahora bien, del texto del acto reclamado, visible en fojas 7 de este expediente, se advierte, que en la parte conducente a la respuesta a la solicitud de Transmisión de Pensión por viudez, señala literalmente lo siguiente: 

“...A N T E C E D E N T E S”
“TRANSMISIÓN DE PENSIÓN POR VIUDEZ DENTRO DEL RENGLÓN DE INVALIDEZ POR CAUSAS AJENAS PARA:.. CÓNYUGE DEL (LA) PENSIONADO (A)... FINADO(A) EL DÍA... A LOS... AÑOS DE EDAD, QUIEN SE DESEMPEÑABA COMO..., CON UNA PENSIÓN MENSUAL DE...”

“A C U E R D O”
“LA BENEFICIARA EN SU CALIDAD DE CÓNYUGE, REÚNE LOS REQUISITOS DE LOS ARTÍCULOS 2º FRACC. VIII, 4º  FRACC. IV, 52 FRACC. IV, 56, 69 FRACC. III, 70 FRACC. I, 77 FRACC. X, 78, 80 FRACC. II, POR LO QUE TOCA AL MONTO DE LA PENSIÓN ES DE $... POR MES Y SE REGULA BAJO LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 77 FRACC. X: “CUANDO FALLEZCA UN TRABAJADOR QUE HUBIERE PASADO A SER PENSIONISTA POR INVALIDEZ AJENA AL SERVICIO, SUS FAMILIARES RECIBIRÁN ÚNICAMENTE EL IMPORTE DE SEIS MESES DE PENSIÓN QUE VENÍA DISFRUTANDO”. EN TÉRMINOS DEL PUNTO ANTERIOR, SE AUTORIZA QUE EL PAGO SEA CUBIERTO EN UNA SOLA EXHIBICIÓN, CUYO MONTO ASCIENDE A LA SUMA DE... ” 

De lo que se advierte que el acto se encuentra debidamente fundado y motivado, pues se hace mención a diversos artículos como fundamento del mismo, así como a las razones particulares que se tuvieron en consideración para cubrir a la actora el importe de seis meses de la pensión que venía recibiendo su difunto esposo, pues se especifica que el finado fue pensionado por invalidez por causas ajenas al servicio,  el monto de la pensión que recibía a la fecha de su fallecimiento, que la beneficiaria reúne los requisitos de establecidos en la ley para que se le cubra el pago que le corresponde, que se regula bajo los términos del  artículo 77 fracción X, y que por ello se autoriza que el pago sea cubierto en una sola exhibición, en el monto señalado; siendo que los artículos contenidos en el acto impugnado literalmente establecen lo siguiente:  
“ARTICULO 2º. Para efectos de esta Ley se entenderá por:
...VIII. BENEFICIARIO: Persona designada por el trabajador facultada para recibir una pensión;...”
“ARTICULO 4º. Los derechohabientes disfrutarán, en los casos y con los requisitos que esta Ley establece, de lo siguiente: 
...IV. Pensión para familiares por muerte del trabajador pensionado;...”

“ARTICULO 52. El derecho a pensión nace cuando el trabajador o sus familiares se encuentran en los supuestos consignados en esta Ley, y satisfacen los requisitos que la misma señala. El derecho al pago de la pensión comienza: 
...IV. Para los beneficiarios, desde el día siguiente al de la muerte de la persona que haya originado la pensión; o bien, una vez denunciada su desaparición ante la autoridad competente, y...” 
“ARTICULO 56. La edad y el parentesco de los trabajadores y de sus familiares beneficiarios, se acreditarán a juicio de la Dirección de Pensiones en los términos de la legislación civil.” 
“ARTICULO 69. Tienen derecho a pensión: 
...III. Los beneficiarios de los trabajadores que hubieren pasado a ser pensionista por jubilación, por edad avanzada o invalidez;” 
“ARTICULO 70. Las pensiones a que se refiere el artículo anterior únicamente serán otorgadas a los deudos del trabajador en el orden siguiente: 

 I. Al cónyuge supérstite, a los hijos o a ambos, si concurren unos y otros;...”

“ARTICULO 77. El monto de las pensiones a los trabajadores se fijará como sigue: 
...X. Cuando fallezca un trabajador que hubiere pasado a ser pensionista por invalidez ajena al servicio, sus familiares recibirán únicamente el importe de seis meses de pensión que venía disfrutando...” 
“ARTICULO 78. La cantidad que servirá para la determinación de las cuantías de las pensiones a que se refiere esta Ley, estará constituida por el monto del último salario base percibido por el trabajador y ésta será móvil. 

 El importe de las pensiones concedidas a deudos será dividido por partes iguales entre los beneficiarios, en caso de que el trabajador en vida no hubiere hecho la declaración establecida en el artículo 74 de este ordenamiento. 

 Cuando fueren varios los beneficiarios de una pensión y alguno de ellos perdiere el derecho, la parte que le corresponda será repartida proporcionalmente entre los restantes. 

 Los derechohabientes pensionados y jubilados tendrán derecho al aguinaldo establecido en el reglamento de cada grupo cotizador, en lo concerniente al incremento de sus montos, éste se generará acorde a los mecanismos de inversión que genere cada sector.” 
“ARTICULO 80. El derecho a disfrutar pensión concluye: 

... II. Para el cónyuge supérstite si vuelve a contraer nupcias o viviera en concubinato.”
En consecuencia, resultan infundados los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, en cuanto a la indebida fundamentación y motivación del acto impugnado, pues como se ha señalado, el acto se encuentra debidamente fundado y motivado, al señalarse en él los fundamentos y razones que se tuvieron en consideración para emitirlo, las que se adecuan a los artículos que has sido transcritos; resultando también infundados los argumentos de la demandante  en los que se duele de violación a su derecho de seguridad social, pues se advierte que este derecho se encuentra reconocido en la ley de la materia y le fue otorgado conforme a la misma.
Lo anterior deriva del estudio de las constancias que obran en autos ofrecidas por las partes, en las cuales se advierten las siguientes: 

Documental consistente en oficio número ********** de fecha 14 de diciembre de 2017,  que contiene el acuerdo tomado por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, respecto a la solicitud de la actora de transmisión de pensión por viudez dentro del renglón de invalidez por causas ajenas al servicio, documental que constituye el acto impugnado, visible en fojas 7 del sumario, ya analizado por esta sala, con valor probatorio pleno de conformidad con lo dispuesto por los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Documental consistente en oficio ********** de fecha 22 de abril de 2004, expedido por la Dirección de Pensiones del Estado, en el cual se otorgó********** al C. ********** la Pensión por Invalidez por Causas Ajenas al Servicio, al 75% del último sueldo base mensual recibido, a partir del día ********** pensión que será móvil conforme a lo establecido en el artículo 78 de la Ley de Pensiones vigente al momento de otorgarse la misma, del que se advierte que la Pensión por Invalidez por Causas Ajenas al Servicio, fue otorgada en respuesta a lo solicitado por C. **********, en base al dictamen de invalidez ST-4 expedido por el I.M.S.S., mediante el cual el derechohabiente acreditó que presentaba un estado de invalidez definitivo. Documento visible en fojas 16 de este expediente,  con valor probatorio pleno de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, y que acredita que la pensión otorgada al difunto esposo de la actora, fue Pensión por Invalidez por Causas Ajenas al Servicio, en atención a lo solicitado por el mismo y de conformidad con la normatividad vigente al momento en que fue otorgada. 
Documental consistente formato de Designación de Deudos de fecha 3 de septiembre de 2007, signado por el C. ********** en el cual designó como deudo en caso de fallecimiento a la aquí actora, documento en el cual, se señala que si estuviere pensionado por invalidez por causas ajenas al servicio y falleciere, su deudo que ahí menciona percibirá únicamente el importe de seis meses de la pensión que disfrutaba, según lo establecido en el artículo 77 fracción X de la Ley de Pensiones. Documental que obra en fojas 8 del presente expediente, a la cual de acuerdo a lo establecido en los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorga valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ella, y que, adminiculada con el oficio número ********** de fecha 22 de abril de 2004, expedido por la Dirección de Pensiones del Estado, demuestra que la pensión otorgada al finado trabajador fue Pensión por Invalidez por Causas Ajenas al Servicio, y que a su fallecimiento sus deudos solo tendrán derecho a  percibir el importe de seis meses de la pensión que disfrutaba.

Documentales las anteriores que valoradas en su conjunto, acreditan que  en el caso que nos ocupa, la pensión que se otorgó al finado ********** fue Pensión por Invalidez por Causas Ajenas al Servicio, de conformidad con lo establecido en los artículos 4º fracción II, 52 fracción III, 61 fracción III párrafo segundo, y 77 fracciones I, II y V de la Ley de Pensiones, vigente al momento en que se otorgó la pensión, esto es el 22 de abril de 2004; en consecuencia, si al finado trabajador se otorgó una pensión por invalidez por causas ajenas al servicio, es claro que a su fallecimiento, sus deudos como en el caso se trata de la aquí actora, solo tienen derecho a que se les pague el importe de seis meses de la pensión que disfrutaba el pensionado, según lo establecido en el artículo 77 fracción X de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, que  a la letra dice:

“ARTICULO 77. El monto de las pensiones a los trabajadores se fijará como sigue: 
...X. Cuando fallezca un trabajador que hubiere pasado a ser pensionista por invalidez ajena al servicio, sus familiares recibirán únicamente el importe de seis meses de pensión que venía disfrutando...” 
De acuerdo a lo anterior, resultan infundados los argumentos de la actora en los que señala que le corresponde recibir la pensión por viudez conforme al artículo 77 fracciones VIII dela Ley de Pensiones, pues si bien es cierto, en el mismo se  establece que al fallecer un trabajador que haya pasado a ser pensionista por edad y tiempo de servicios, sus beneficiarios continuarán disfrutando la pensión que haya venido percibiendo aquél a la fecha de su fallecimiento, también lo es, que en el caso que nos ocupa, el trabajador no fue pensionado por edad y tiempo de servicios, sino por invalidez por causas ajenas al servicio, siendo aplicable la fracción X del citado numeral, según se ha venido señalando en este considerando, y como beneficiaria solo le corresponde recibir el importe de seis meses de la pensión que venía disfrutando su difunto esposo, sin que este numeral sea una limitante a sus derechos como viuda del trabajador pensionado, en razón de que al mismo se otorgó la pensión por las causas señaladas, de acuerdo a lo establecido en la ley de la materia; por lo que esta Sala no advierte violación a los derechos humanos contenidos en los 1º, 4º y 123 Constitucionales, ni a la garantía de seguridad jurídica, y tampoco a ningún Tratado en la materia. 
Con base en lo expuesto, esta Tercera Sala Unitaria resuelve decretar la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, consistente en: oficio número **********  de fecha 14 de diciembre de 2017, signado por el Director General de Pensiones del Estado en su carácter de Secretario Ejecutor de la Junta Directiva, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y de los numerales 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Sexto de la presente sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS:
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Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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